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León, Guanajuato, a 12 doce de julio del año 2011 dos mil once. . . . . . . . .     
V i s t o s para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 086/2011-JN, promovido por el ciudadano Rafael Cabrera Vargas; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor afirma que tuvo conocimiento del acto impugnado, que fue el 27 veintisiete de enero del año 2011 dos mil once, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el documento determinante del crédito fiscal número 1002213 (uno-cero-cero-dos-dos-uno-tres); de fecha 10 diez de enero del 2011 dos mil once; por un monto de $8,715.20 (Ocho mil setecientos quince pesos 20/100 moneda nacional); se encuentra acreditada con el señalado documento suscrito por la Directora General de Ingresos, y que fue ofrecido y admitido como prueba al actor y que presentó la demandada una vez que se le requirió, mismo que obra en el secreto de este Juzgado y es visible en autos, en copia certificada, a fojas 18 dieciocho y 55 cincuenta y cinco; documental que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser un documento público expedido por la servidora pública demandada en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 10 diez de enero del 2011 dos mil once, la Directora General de Ingresos emitió, a cargo del justiciable, el documento determinante del crédito número 1002213 (uno-cero-cero-dos-dos-uno-tres); por un monto de $8,715.20 (Ocho mil setecientos quince pesos 20/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Documento que el actor considera que resulta ilegal; ya que expone que al habérsele entregado una copia al carbón del documento impugnado, no tiene la certeza de que se haya emitido por la Directora General de Ingresos de manera autógrafa; que carece de fundamentación y motivación, al no señalar la resolución de donde deriva la imposición de la sanción; y que la autoridad emisora no fundó ni motivó su competencia; a lo que la demandada contestó que no se le causa agravio al actor, que el documento impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, y que los actos administrativos se presumen legales, por lo que corresponde al actor acreditar que la autoridad demandada carece de competencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A efecto de desvirtuar lo expresado por el actor, la demandada expuso que el crédito fiscal tiene su origen en una sanción consistente en una multa impuesta por la Dirección General de Verificación Urbana, dentro del procedimiento administrativo de inspección número 374/2010-A, por no contar con licencia para la instalación de anuncio ubicado en el Boulevard Adolfo López Mateos número 617 seiscientos diecisiete poniente, de la colonia Obregón de esta ciudad, exhibiendo y ofreciendo como pruebas la resolución de fecha 20 veinte de octubre de 2010 dos mil diez, dictada dentro del procedimiento antes enunciado y, el acta de notificación, de esa resolución, de fecha 25 veinticinco del mismo mes y año; ofreciendo además para acreditar que el documento determinante impugnado, sí cuenta con firma autógrafa de su emisor, el original de dicho documento, por lo que sostiene que el mismo se encuentra fundado y motivado; contrario a lo que arguye el impetrante del proceso, constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento que para el proceso administrativo se prevén en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  

En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada no hizo valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; por otro lado, este Juzgador no advierte la actualización de alguna otra causal que impida el estudio de fondo del negocio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

De los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor, este Juzgador se avocará al estudio de aquel que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el señalado como Segundo; sin necesidad de transcribirlo, así como tampoco los restantes; de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el segundo concepto de impugnación expone que todo acto de molestia debe encontrarse fundado y motivado; lo que adolece el acto en estudio, pues refiere que la autoridad demandada únicamente se concretó a determinar el crédito fiscal, agregando que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“...sin señalar cual es la resolución administrativa o acto... de donde deriva la imposición de dicha sanción, resultando ... que dicho acto... fue emitido sin la debida motivación...al no dársele a conocer cual es el origen de la multa que pretende cobrársele...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada, por su parte señaló que el documento impugnado sí se encuentra debidamente fundado y motivado, ya que sí establece todos los datos de identificación del crédito fiscal, así como los fundamentos legales  aplicables al caso concreto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Este Juzgador estima que es fundado dicho concepto de impugnación; toda vez que tal y como lo señala el actor, la Directora General de Ingresos no realizó, al emitir el documento determinante de crédito impugnado, una descripción exhaustiva de la resolución administrativa por la que se le impuso una multa al actor; pues no aportó los elementos para identificar dicha resolución; esto es así, ya que del texto del documento que nos ocupa, se desprende que únicamente señaló la fecha de la multa, el nombre del deudor y su domicilio, así como el monto de la multa por la cantidad de $8,715.20 (Ocho mil setecientos quince pesos 20/100 moneda nacional); sin embargo, tal y como lo plantea el actor, no señala cual es la resolución administrativa o acto de donde deriva la imposición de dicha sanción; pues al respecto, sólo hace una vaga referencia a la dependencia de donde proviene la resolución de sanción consistente en multa, pero sin precisarla, ya que solamente se menciona: “Dir. General de Verifi”; en cuanto al concepto de la multa, solo se anota que es por: “No presenta lic. instalación/uso de anuncio, anuncio espectacular, adosado, denominativo, etc.”; y mas aún, no existe evidencia de que se haya agregado -al documento determinante del crédito impugnado-, copia de la resolución que impuso la sanción, con lo que se hubiera subsanado su obligación de fundar y motivar el documento determinante, en cuanto a la resolución que origina el crédito fiscal, sin que así se haya hecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Luego entonces, si el concepto de impugnación estriba en que se duele el ciudadano Rafael Cabrera Vargas de que no se señaló cual fue la resolución administrativa de donde derivó la imposición de dicha sanción, y la autoridad demandada no acredita que así lo haya hecho, resulta fundado dicho concepto de impugnación; lo que se traduce en que se encuentre indebidamente fundado y motivado el documento determinante del crédito materia del presente proceso, porque con los datos que se contienen en el mismo, no se le da a conocer con certeza al actor, cual es el origen de la multa que pretende cobrársele; no resultando válido lo manifestado por la demandada en su contestación, en el sentido de que la parte actora sí tenía conocimiento del crédito fiscal que se le cobró, y que por ello agregó a su contestación copia certificada del expediente del procedimiento administrativo de inspección número 374/2010-A; pues tal resolución de la que deriva la determinación, a efecto de encontrarse debidamente fundada y motivada, debe acompañarse al propio documento determinante del crédito, o bien, describirse con claridad en el mismo; sin que se advierta del acto que se impugna, que se haya hecho ni lo uno ni lo otro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, al consistir la fundamentación en: la expresión del precepto legal aplicable al caso concreto, señalando asimismo la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; y la motivación en: el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación de la conducta del gobernado en el supuesto jurídico establecido por la norma como prohibición o falta administrativa; luego entonces; en el caso que nos ocupa, a efecto de encontrarse debidamente fundada y motivada la resolución impugnada, era necesario que en la misma -además de la cita de los preceptos adjetivos que regulan el procedimiento de ejecución-, también la mención clara y completa de la resolución fiscal debidamente notificada que fincó el crédito mismo, con su propia motivación y fundamentación; o bien, acompañar al mismo, copia de la resolución fiscal que fincó el crédito, que haya sido debidamente notificada, y que esté fundada y motivada en sí misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
Al caso, resulta aplicable por analogía, la siguiente Jurisprudencia emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación: . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. COBROS FISCALES EN LA VIA DE EJECUCION. Cuando el artículo 16 constitucional exige que los actos de autoridad que causan molestias a los particulares deben estar fundados y motivados, no hace distingo alguno, por lo que debe estimarse que la garantía constitucional señalada cubre absolutamente todos esos actos de autoridad. Ahora bien, tratándose de las resoluciones que fincan créditos fiscales, es claro que fundarlas implica señalar los preceptos legales sustantivos que fundan el fincamiento del crédito, y motivarlas es mostrar que en el caso se han realizado los supuestos de hecho que condicionan la aplicación de aquellos preceptos. Y tratándose de los actos de cobro realizados en el procedimiento de ejecución, que se inician con un requerimiento de pago con apercibimiento de embargo (actos que en opinión de este tribunal causan obviamente molestias a los ciudadanos en sus personas y posesiones), es claro que para que estén debidamente fundados y motivados, se requiere la cita de los preceptos adjetivos que regulan el procedimiento de ejecución, pero también la mención clara y completa de la resolución fiscal debidamente notificada que fincó el crédito mismo, con su propia motivación y fundamentación (al efecto bastaría acompañar al requerimiento de pago copia de la resolución fiscal que fincó el crédito, que haya sido debidamente notificada, y que esté fundada y motivada en sí misma). De lo contrario se dejaría al causante en estado parcial de indefensión, ya que para que esté en plena posibilidad legal de decidir si debe pagar o impugnar el cobro, es menester que se le den todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven el crédito mismo, así como su cobro en la vía de ejecución. Cuando el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, deposita en las autoridades fiscales la facultad de fincar obligaciones unilaterales, y de hacerlas efectivas en la vía económico-coactiva sin necesidad de acudir a los tribunales previamente establecidos, debe estimarse que deposita en sus manos una facultad de enorme fuerza y de enorme trascendencia, que puede causar a los ciudadanos indudables molestias patrimoniales y aun en ocasiones molestias ilegales, por lo que tal facultad debe ser ejercitada siempre con gran delicadeza y dando a los afectados plena e indubitable oportunidad de defender sus intereses legalmente protegidos. Primer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito. Séptima Época. Registro: 253305. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  97-102 Sexta Parte. Materia(s): Administrativa. Tesis: Página:   359. Genealogía: Informe 1977, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, tesis 9, página 29. Séptima época, Sexta Parte. Observaciones Nota: En el Semanario Judicial de la Federación aparece el asunto "Amparo en revisión 254/74", el cual se corrige, como se observa en este registro, con apoyo en la publicación original del asunto. En el Semanario Judicial de la Federación, la referencia de la página 37 del amparo directo 204/75; y, de la página 118 del amparo directo 331/76 son incorrectas, por lo que se corrigen, como se observa en este registro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al ser fundado el concepto de impugnación analizado; por encontrarse indebidamente fundado y motivado el documento determinante del crédito fiscal impugnado, al no describirse en el mismo, la resolución que dio origen al crédito fiscal; dicho documento determinante debe declararse nulo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que procede decretar la nulidad total del documento determinante del crédito número 1002213 (uno-cero-cero-dos-dos-uno-tres); de fecha 10 diez de enero del 2011 dos mil once; por un monto de $8,715.20 (Ocho mil setecientos quince pesos 20/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En apoyo a todo lo antes expuesto, en cuanto a la fundamentación y motivación, resulta aplicable la tesis de Jurisprudencia siguiente: . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento." No. de Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s):Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: VI. 2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el criterio que sostiene, -el cual se hace propio-, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119 ciento diecinueve, de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado resultó suficiente para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que ello no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracciones II, y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto. . . .

TERCERO.- Se decreta la nulidad total del documento determinante de crédito número 1002213 (uno-cero-cero-dos-dos-uno-tres); de fecha 10 diez de enero del 2011 dos mil once; por un monto de $8,715.20 (Ocho mil setecientos quince pesos 20/100 moneda nacional); en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

